TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, junio dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 281 de 16 de junio de 2016
        Expedientes No.  66001-22-13-000-2016-00608-00                     
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela que por medio de apoderado judicial instauró la señora Diana María Cano Henao, contra los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Segundo Civil Municipal, ambos de esta ciudad, a la que fueron vinculados los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López.
A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos narrados por el apoderado de la actora admiten el siguiente resumen:

1.1 Ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira se tramitó el proceso sobre responsabilidad civil contractual propuesto por los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López contra Diana María Cano Henao.
1.2 El 9 de marzo de 2016 se dictó sentencia en el referido proceso y frente a ella interpuso recurso de apelación, que le fue concedido.
1.3 El 14 del mismo mes, dentro del término señalado en el inciso 2º del numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso, radicó escrito por medio del cual se expuso de manera sucinta los motivos por los cuales no se estuvo de acuerdo con la sentencia proferida y solicitó que dicho resumen se tuviese en cuenta para los efectos de esa disposición.
1.4 En la misma fecha se remitió el expediente a la Oficina Judicial para su reparto, el que correspondió en segunda instancia al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira.   

1.5 Este, por auto del 30 de marzo que pasó, declaró inadmisible el recurso de apelación que interpuso contra la sentencia de primera instancia, con fundamento en que no dio cumplimiento al inciso 2º,  numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso.
1.6 El 18 de abril de 2016, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira ordenó agregar al expediente el memorial por medio del cual expuso las razones por las que no estaba de acuerdo con la sentencia proferida y estarse a lo resuelto por el superior.

1.7 Frente a esa providencia interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, señalando que contrario a lo que manifestaba el juzgado de segunda instancia, sí había cumplido la carga procesal que erradamente se echaba de menos, sin que aún se haya resuelto. 
1.8 El 21 de abril de 2016 radicó memorial ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, por medio del cual señaló el error cometido por ese despacho, reflejado en el auto del 30 de marzo de 2016 y solicitó se corrigiese tal desatino, sin que se haya proferido respuesta.
1.9 El 10 de mayo de 2016 interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación ante el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, contra el auto de fecha 30 de marzo de 2016, por medio del cual se declaró inadmisible el recurso de apelación. Explicó que el auto proferido era ilegal, y con otras razones de derecho y jurisprudenciales, solicitó que se revocara o se concediese la apelación. Tampoco ha obtenido respuesta.
1.10 El 16 de mayo de 2016 radicó un memorial ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, advirtiendo de la situación de ilegalidad del auto proferido por la segunda instancia y que esto se tuviese en cuenta al momento de dar respuesta al recurso de reposición y apelación interpuesto contra el auto del 18 de abril. No ha obtenido respuesta.
1.11 El expediente se encuentra a órdenes del Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira y la tutela se formula porque el juzgado accionado emitió un auto ilegal.

1.12 La acción resulta procedente aunque no interpuso de manera oportuna los recursos de reposición y apelación contra el auto del 30 de marzo, pues estaba esperando que en esa providencia se señalara fecha para audiencia con el fin de sustentar el recurso; sin embargo fue sorprendido con auto ilegal que no tiene ejecutoria porque pugna con el ordenamiento jurídico, no ata al juez, no es ley del proceso, ni hace tránsito a cosa juzgada. Aquellos recursos, en esas condiciones, no pueden considerarse extemporáneos y por tanto, deben ser tramitados.
2.- Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección, solicita se ordene al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira revocar el aparte del auto de fecha 30 de marzo de 2016 que dice “En consecuencia, en firme este auto devuélvase las diligencias a la oficina de origen” y tramitar el recurso de reposición y en subsidio el de apelación que interpuso contra ese auto mediante escrito presentado el 10 de mayo de este año.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 2 de junio se admitió la acción, se solicitaron copias de algunas piezas procesales y se ordenó vincular a los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López.

2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Juez Segunda Civil Municipal de Pereira indicó que en ese despacho se tramitó proceso verbal de responsabilidad civil contractual incoado por Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López contra la accionante Diana María Cano Henao, que concluyó con sentencia proferida en audiencia del 9 de marzo de 2016, dentro de la cual, el apoderado de la demandada interpuso recurso de reposición (sic) que se concedió; se ordenó el envío del expediente al superior, a lo que procedió el secretario de ese despacho el 14 de marzo, al considerar que no quedaba actuación pendiente. En esa misma fecha, más tarde, el apoderado de la demandada aportó memorial que no alcanzó a ser glosado al cuaderno enviado al superior, mediante el cual pretendió hacer los reparos concretos a la decisión de ese despacho; el juzgado de segunda instancia consideró que el apelante no había presentado su “pretensión impugnaticia (sic)”, declaró desierto el recurso y devolvió el expediente.
Considera que el apoderado de la demandante hace una indebida interpretación del artículo 322 del Código General del Proceso, pues debió “presentar la pretensión impugnaticia (sic)” al momento de interponer el recurso, esto es, oralmente en la audiencia en que se dictó la sentencia.
Explica que el secretario del despacho encontró el memorial allegado por el abogado y lo remitió al Juzgado Tercero Civil del Circuito que conocía de la alzada, pero como ya se había devuelto el expediente, lo mandó “para que se anexara”; el proceso pasó a despacho con el memorial adjunto y se ordenó agregar,  sin pronunciamiento alguno, por considerarlo extemporáneo y estarse a lo resuelto por el superior y que contra la anterior decisión la señora Cano Heno interpuso recurso de reposición, el que se denegó, así como la concesión de la apelación.
2.2 Los vinculados Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López, por medio de apoderado judicial, expresaron que si bien es cierto el apoderado de la señora Diana María Cano Henao ha presentado escritos en los que argumenta su inconformidad respecto de la sentencia y de los autos emitidos por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, también lo es que no interpuso de manera oportuna los recursos de reposición y apelación contra el auto que declaró inadmisible el que interpuso contra la sentencia y en consecuencia, quedó en firme y que el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira no puede revocar una decisión que tomó su superior.
Concluyó que no se violó el debido proceso y más bien quedó demostrado que existió incuria por parte del apoderado judicial de la demandada.

2.3 La otra funcionaria accionada no ejerció su derecho de defensa.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) que la cuestión que se discuta tenga relevancia constitucional, esto es, que el caso involucre la posible vulneración de los derechos fundamentales de las partes; (ii) que se cumpla con el presupuesto de subsidiariedad que caracteriza a la tutela, o sea, que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio irremediable; (iii) que se cumpla el requisito de inmediatez, es decir, que la tutela se interponga en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, ésta debe tener un efecto decisivo en la sentencia que se impugna; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración, como los derechos vulnerados; y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.”
 
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “(i) El defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

3.- Las pruebas recogidas en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 El Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, el 9 de marzo de 2016, profirió sentencia en el proceso verbal de responsabilidad civil contractual que promovieron los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López contra Diana María Cano Henao, decisión frente a la cual, esta última, en la audiencia respectiva, interpuso recurso de apelación, el que fue concedido en el mismo acto y se ordenó enviar al superior el expediente y sus grabaciones
. 

3.2 Por auto del 30 de marzo de 2016 el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira declaró inadmisible tal recurso porque “el recurrente al momento de interponer dicha impugnación no precisó de manera breve los reparos concretos que le hace a la decisión”, de acuerdo con el numeral 3º inciso 2º del artículo 322 del Código General del Proceso y ordenó devolver las diligencias a la oficina de origen. Dicho auto se notificó por estado el 31 de marzo y quedó ejecutoriado el 5 de abril
.

3.3 El 12 siguiente, se recibió el proceso en el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, con un memorial suscrito por el apoderado de la demandada, que había sido presentado en ese despacho el 14 de marzo de 2016 y en el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira el 11 de abril de 2016
.

3.4 Por auto del 18 de abril de 2016, proferido por el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira, se ordenó agregar al expediente, sin pronunciamiento alguno, el referido escrito y se manda estar a lo resuelto por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en su providencia de fecha 30 de marzo de 2016
. 

3.5 Frente a esa providencia el apoderado de la demandada interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación
.

3.6 El mismo profesional, mediante escrito del 10 de mayo, dirigido al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación contra el auto del 30 de marzo
; ese despacho lo remitió al Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira el 11 de mayo, de acuerdo con el sello de recibido y con el informe de la secretaria de ese juzgado
.

3.7 Luego puso en conocimiento del Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira la ilegalidad que considera afecta el auto del 30 de marzo, proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y que contra el mismo interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, que no han sido resueltos. Solicitó se tuvieran en cuenta esos argumentos al decidir los medios de impugnación que propuso el 21 de abril de 2016 y se abstuviera de estarse a lo resuelto por el juzgado de segunda instancia
.

3.8 Por auto del 3 de junio pasado, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira resolvió no reponer el de fecha 18 de abril de 2016 y negó el recurso interpuesto en forma subsidiaria
.
4.- Dice el inciso 2º, numeral 3º del artículo 322 del Código General del Proceso que: “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiese sido proferida en ella, o dentro de los tres (3) días siguientes a su finalización … deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior”
5.- Surge de las pruebas recaudadas y del informe que rindió la señora Juez Segundo Civil Municipal de Pereira, que este despacho, sin que hubiese vencido el término de tres días con que contaba la parte demandada para formular los reparos a la sentencia proferida en el proceso a que se viene haciendo alusión, decidió remitir el expediente al superior para que se surtiera el recurso de apelación. 

En efecto, el fallo se dictó el 9 de marzo pasado; durante los días 10, 11 y 14 siguientes podía el impugnante formular los reparos por escrito frente a esa providencia
; el último día cumplió esa carga, pero sin ser glosado el escrito respectivo y sin que aún hubiese vencido el plazo, se remitió el expediente al superior, que resolvió inadmitir el recurso, auto que considera ilegal la aquí accionante.
Sobre esa clase de providencias dijo la Corte Constitucional:
“Sin embargo, no desconoce la Corte que, tal como se argumentó por la autoridad judicial accionada, respecto de la regla procesal de la irrevocabilidad de los autos, la Corte Suprema de Justicia ha establecido por vía jurisprudencial una excepción fundada en que los autos manifiestamente ilegales no cobran ejecutoria y por consiguiente no atan al juez —antiprocesalismo—.

De cualquier manera y si en gracia de discusión se acogiera por la Sala este criterio, se tiene que la aplicación de una excepción de estas características debe obedecer a criterios eminentemente restrictivos, pues de no ser así, so pretexto de enmendar cualquier equivocación, el operador jurídico puede resultar modificando situaciones jurídicas constituidas de buena fe respecto de terceros con fundamento en las providencias judiciales y desconociendo con ello normas de orden público, así como el principio de preclusión de las etapas procesales. De manera que no cabe duda que de admitirse la aplicación de esta excepción, la misma solo procede cuando en casos concretos se verifica sin lugar a discusión que se está frente a una decisión manifiestamente ilegal que represente una grave amenaza del orden jurídico y siempre que la rectificación se lleve a cabo observando un término prudencial que permita establecer una relación de inmediatez entre el supuesto auto ilegal y el que tiene como propósito enmendarlo.

…

En estas condiciones, al margen de cuál de las tesis formulada en cada uno de los autos es la correcta, es lo cierto que trasladar al accionante los efectos de un supuesto yerro atribuible al juez resulta desproporcionado…”

En este caso, estima la Sala que el Juzgado Segundo Civil Municipal de Pereira incurrió en defecto procedimental, ante la existencia de graves errores en el trámite del recurso de apelación que interpuso la parte demandada frente a la sentencia proferida en el proceso tantas veces citado y en tal forma se desconoció el derecho al debido proceso de que es titular la aquí demandante, lo que produjo que se le privara del derecho a obtener que el fallo fuera estudiado por el juez de segunda instancia.

Tal situación justifica conceder el amparo solicitado, así la accionante no haya interpuesto recurso de reposición de manera oportuna contra el auto que declaró inadmisible la apelación, pues tal medio de impugnación ya se había concedido, su apoderado formuló  oportunamente los reparos frente a la decisión y en consecuencia, confiaba en que el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, como en tales circunstancias debía suceder, antes que adoptar aquella  decisión, señalara fecha para sustentarlo y proferir sentencia de segunda instancia. Por ello, resulta justificable que haya revisado el expediente cuando ya se había ejecutoriado el auto en cuestión. 
La peticionaria, además, no cuenta con otro medio de defensa judicial distinto de la acción de amparo para obtener la protección del derecho constitucional fundamental desconocido, porque mediante la interposición de los recursos de reposición y de apelación ha solicitado a los juzgados accionados se tengan por ilegales los autos que han dictado con fundamento en el error procesal, pero sus peticiones no han tenido eco.
Y se considera cumplido el requisito de la inmediatez, pues el auto que declaró inadmisible la apelación se dictó el 30 de marzo de este año; con posterioridad acudió a los medios de defensa judicial con que contaba al interior del proceso respectivo y solicitó el amparo el 1º de junio pasado, de manera que el término que transcurrió entre esas dos fechas, dos meses, no se considera desproporcionado.  
6.- Como ya se había anunciado, se concederá el amparo reclamado. En consecuencia, para reestablecer el debido proceso lesionado, se dejará sin efecto el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 30 de marzo de 2016, en el proceso tantas veces referido y se ordenará a la señora Juez Segundo Civil Municipal de la misma ciudad, que adopte las medidas del caso para que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se remita el referido proceso al  primer despacho citado, para que nuevamente se pronuncie sobre la admisión del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida en primera instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E 

1°.- Conceder la tutela reclamada por la señora Diana María Cano Henao, contra los Juzgados Tercero Civil del Circuito y Segundo Civil Municipal, ambos de esta ciudad, a la que fueron vinculados los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López.
2°.- Dejar sin efecto todo lo actuado desde el auto proferido por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 30 de marzo de 2016, en el proceso sobre responsabilidad civil contractual propuesto por los señores Óscar Mauricio Rivera Zuluaga y Bertha Cecilia Zuluaga López contra Diana María Cano Henao.

3º.- Se ordena a la titular del Juzgado Segundo Civil Municipal que adopte las medidas del caso para que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se remita el referido proceso al Juzgado Tercero Civil del Circuito local, para que nuevamente se pronuncie sobre la admisión del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia proferida en primera instancia.
4º Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

5º En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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